
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 
SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 

 
 
Medellín, veintiuno (21) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
Ref.: Exp.: 05360 31 03 001 2019 00138 01 
Magistrado Ponente: JOSE OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
 
Proceso: Declarativo de responsabilidad civil extracontractual.    
Demandantes: JOSE LEONEL MORALES RODAS e hijos. 
Demandados: ANDERLI DE JESÚS SÁNCHEZ BETANCOURT y otros. 
Extracto: 1. Ciertamente el artículo 2357 del C.C. deja en claro que “La apreciación 

del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él 
imprudentemente”, donde para aplicar tal supuesto normativo, es 
necesario acreditar que la víctima tuvo la posibilidad de crear o evitar 
producir el perjuicio que padeció, lo que en este caso no sucedió, por lo 
que no hay lugar a la reducción de la indemnización. 
2. La reclamación a la aseguradora debió ser en el término legalmente 
concedido, si ello no sucedió, no es factible estimar la pretensión 
revérsica.  
3. Sin que pueda considerarse que la COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO 
COMERCIAL ejercía la guarda material del objeto con que se causó el 
daño, las pretensiones contra la misma corren la suerte del fracaso. 
4. Los perjuicios morales deben atenerse a los criterios jurisprudenciales 
que se han construido para el efecto, por lo que en lo pertinente se ajusta 
tal estimativo. Modifica.  

 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Con fundamento en lo prescrito por el artículo 373 del C. G. del P., visto en 

armonía con el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, se procede a resolver 

por escrito el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante1, 

contra la sentencia calendada el veintitrés (23) de abril de dos mil veintiuno 

(2021), proferida por el Juzgado Primero Civil de Oralidad del Circuito de 

Itagüí. 

 
1 En cuanto a los recurrentes EXPRESO MOCATÁN  S.A.S. y  GILDARDO  DE  JESÚS 

JARAMILLO TABARES, la alzada fue declarada desierta. Ver Archivo 14 del expediente digital 
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ANTECEDENTES 

 

DE LA DEMANDA:  

 

 

JOSE LEONEL MORALES RODAS, actuando en nombre propio y en 

representación de sus tres (3) hijos menores de edad MARIA JIMENA, JOSE 

DAVID y ANA SOFÍA, todos de apellidos MORALES QUINTERO, y LUZ 

KARINE MORALES QUINTERO, promovieron proceso declarativo en contra 

de las personas jurídicas EXPRESO MOCATÁN S.A.S. y DANN REGIONAL 

COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO S.A., así como frente a los ciudadanos 

ANDERLI DE JESÚS SÁNCHEZ BETANCOURT y GILDARDO DE JESÚS 

JARAMILLO TABARES, pretendiendo: 

 

1. Se declare la responsabilidad civil extracontractual conjunta o solidaria 

de los demandados, por los perjuicios ocasionados a los demandantes 

con ocasión del fallecimiento de su compañera permanente y madre 

OLGA LUCÍA QUINTERO VÉLEZ, como consecuencia del accidente de 

tránsito sucedido el día 8 de junio de 2011, en el que resultó involucrado 

el vehículo de placas TNF 761. 

 

2. Consecuencialmente, se condene a los demandados al pago de los 

perjuicios causados, así: 

 

• Perjuicios morales, el equivalente a cien salarios mínimos legales 

mensuales vigentes (en adelante S.M.L.M.V.) a prorrata. 

• Para JOSÉ LEONEL MORALES RODAS por lucro cesante 

consolidado $23’616.866,16, y por el futuro $24’448.483,34. 

• Para MARIA JIMENA, JOSE DAVID, ANA SOFÍA y LUZ KARINE 

MORALES QUINTERO, por lucro cesante consolidado 

$5’904.216,54, y por futuro $6’112.120,oo, para cada uno de ellos. 
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La causa petendi se basó en que al medio día del 8 de junio del año 2011, 

en el sector “Primavera” por la vía que conduce de Amagá a Caldas 

(Antioquia), la señora OLGA LUCÍA QUINTERO VÉLEZ se desplazaba junto 

con su hermana ANDREA y su amiga MARIA ANGELICA HURTADO, con el 

fin de llevar a sus dos hijos menores de edad a una cita médica, y cuando 

iban a la altura de la calle 50 Kilómetro 02+200 metros, el vehículo de placas 

TNF 761 pasó a gran velocidad y tan cerca de ellas que hizo que cayeran al 

piso, sufriendo graves lesiones la señora QUINTERO VÉLEZ, que 

inmediatamente le produjeron la muerte.  

 

Que la causa de tal suceso fue la falta de diligencia y cuidado de ANDERLI 

DE JESÚS SÁNCHEZ BETANCOURT, quien conducía tal bus de servicio 

público de placas TNF 761 a una velocidad superior a los 80 km/h, y mientras 

atendía su teléfono invadió la cuneta, atropellando a los peatones que por 

allí transitaban; vehículo que para el momento estaba afiliado a la empresa 

EXPRESO MOCATÁN S.A.S., figuraba como propiedad de DANN 

REGIONAL COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO S.A., mientras GILDARDO 

DE JESÚS JARAMILLO TABARES tenía su custodia, control y usufructo. 

 

Que el Juzgado Promiscuo del Circuito con Funciones de Conocimiento de 

Caldas (Antioquia) en sentencia penal del 12 de febrero del año 2015, 

condenó a JESÚS SÁNCHEZ  BETANCOURT por el delito de homicidio 

culposo, reconociendo como víctima directa a la señora QUINTERO VÉLEZ. 

 

Que entre MORALES RODAS y QUINTERO VÉLEZ existió unión marital de 

entre el 1º de octubre de 1999 al 8 de junio de 2011, fecha esta de la muerte 

de la compañera permanente. Fruto de esa unión procrearon cuatro hijos, 

que hoy son demandantes. 

 

Que a raíz del accidente que causó tal muerte, los demandantes sufrieron 

perjuicios morales que se acreditan con dictamen psicológico anexo; así 
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como  daño patrimonial en la modalidad de lucro cesante, pues si bien la 

señora QUINTERO VÉLEZ se desempeñaba como ama de casa, se 

presume que devengaba un (1) S.M.L.M.V. más el 25% de prestaciones 

sociales, de los cuales dedicaba un 75% a gastos del hogar (mitad con 

destino a su pareja y el restante para sus hijos en partes iguales), y 25% a 

gastos personales. 

 

 

DE LA CONTRADICCIÓN: 

 

 

DANN REGIONAL COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO S.A., contestó a la 

demanda admitiendo  algunos hechos y dijo no constarle otros, se opuso a 

las pretensiones y presentó como excepciones las que denominó “FALTA 

DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”, “AUSENCIA DE 

RESPONSABILIDAD DE FINANCIERA DANN REGIONAL”, y la que 

denominó “GENÉRICA”, esta según lo que resulte probado. 

 

Como sustento de dichos medios de defensa, adujo que si bien figuraba 

como  propietaria del vehículo implicado en el accidente en virtud del 

contrato de leasing financiero celebrado con GILDARDO DE JESÚS 

JARAMILLO, MARTHA ELENA VALLEJO y SANTIAGO JARAMILLO 

VALLEJO, también lo es que eran estos y la empresa transportadora quienes 

tenían la dirección, guarda material y control de la actividad peligrosa, al ser 

quienes detentaban el uso y goce del activo financiado; mientras que la 

Financiera solo poseía la calidad de intermediaria financiera, por lo que no 

es la llamada a responder.  

 

Respecto a la cuantificación de los perjuicios extrapatrimoniales efectuada 

por los demandantes, alega que se realizó con base en los topes máximos 

establecidos por el Consejo de Estado, pero se alejan de los parámetros 

sentados por la Corte Suprema de Justicia. 
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El demandado GILDARDO DE JESÚS JARAMILLO adujo que como en el 

lugar de los hechos no hubo huella de frenado ni de arrastre, se puede 

concluir que el conductor no iba a excesiva velocidad, y que tampoco se 

evidenciaron señales o residuos que indicaran que el vehículo haya tenido 

contacto con la cuneta, o con superficies diferentes al asfalto de la carretera. 

 

Que la causa del accidente no fue la velocidad ni la cercanía del automotor, 

sino el actuar imprudente de la propia víctima, quien se expuso al transitar 

por una cuneta que no estaba destinada para la circulación de peatones, 

configurándose así una causa extraña que los exime de responsabilidad. 

 

Sostuvo que él no tenía la custodia, control y usufructo del vehículo, pues la 

guarda de la actividad peligrosa se encontraba en cabeza de su conductor; 

y respecto a la sentencia penal condenatoria, que ninguna de las pruebas 

tenía la vocación suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia del 

chofer del vehículo más allá de toda duda razonable.    

 

Así se opuso a las pretensiones y planteó como excepciones las que llamó: 

 

1. “EL NEXO DE CAUSALIDAD NO SE PRESUME”: Indicando que la 

parte actora acreditó el daño, mas no la relación de causa a efecto 

entre el daño y la acción del demandado, sin que se pueda basar en 

simples conjeturas para imputar un resultado a la conducta de un 

agente generador. 

 

2. “CAUSA EXTRAÑA: HECHO EXCLUSIVO DE LA VÍCTIMA”: 

Arguyendo que esta causal impide la imputación del daño a los 

demandados, enfatizando que el único actuar imprudente fue el de la 

propia víctima, al caminar por un lugar no apto para peatones y realizar 

una maniobra peligrosa en la cuneta por la que transitaba. 
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3. “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE INDEMNIZAR O REBAJA 

AL MONTO A INDEMNIZAR”: Sosteniendo que debe acogerse la 

causa extraña que exonera de responsabilidad; subsidiariamente 

rebajarse el monto a indemnizar, pues la víctima se expuso 

imprudentemente al resultado dañoso, aportando en gran parte al 

mismo.  

 

4. “INEXISTENCIA DE DEPENDENCIA ECONÓMICA EN CABEZA DE 

LA PARTE DEMANDANTE”: Afirmando que los demandantes no 

dependían económicamente de la señora QUINTERO, pues ella era 

ama de casa, y para que pueda ordenarse indemnización por lucro 

cesante, debe acreditarse tal dependencia ya que esta no se presume.  

 

5. “CUALQUIER OTRO HECHO QUE SE DEMUESTRE O QUE SE 

OPONGA DEBIDAMENTE”. 

 

Además de lo anterior objetó el juramento estimatorio, diciendo que el 

dictamen aportado no cumple requisitos legales, y la liquidación de perjuicios 

efectuada por los demandantes presenta incongruencias en relación con las 

fechas y valores. 

 

Por su parte la empresa transportadora EXPRESO MOCATÁN S.A.S., 

admitió algunos hechos y dijo no constarle otros, se opuso a las pretensiones 

de la demanda, objetó el juramento estimatorio, y presentó como 

excepciones de mérito las que nominó: 

 

1. “AUSENCIA DE DEMOSTRACIÓN DE LOS PERJUICIOS 

PATRIMONIALES”: Arguyendo que los daños deben ser verdaderos y 

probados, no hipotéticos, donde en el caso en estudio no hay prueba 

de la dependencia económica de los demandantes de la fallecida, por 

lo que no tiene fundamento las pretensiones de lucro cesante; máxime 

cuando las responsabilidades domésticas no deben ser reparadas a 
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título de perjuicio material, pues de ellas se desprenden 

exclusivamente bienes constitucional y convencionalmente protegidos, 

como la familia, que no tienen carácter patrimonial. 

 

2. “INDEBIDA TASACIÓN O ESTIMACIÓN DE LOS PERJUICIOS 

INMATERIALES”: Indicando que los demandantes solicitaron montos 

indemnizatorios elevados, por fuera de los parámetros 

jurisprudenciales y de los hechos probados. 

 

3. “COBRO DE LO NO DEBIDO Y/O ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA”: 

Afirmando que las pretensiones de la demanda carecen de causa 

jurídica y fáctica, utilizándose la figura de la responsabilidad civil 

extracontractual como un mecanismo de enriquecimiento, y no como 

una fuente de resarcimiento. 

 

4. “EL NEXO DE CAUSALIDAD NO SE PRESUME”: Argumentando que 

el conductor del vehículo no fue imprudente y actuó conforme la ley, 

ya que se encontraba transitando por una vía destinada única y 

exclusivamente al tránsito vehicular, aunado que no existe prueba de 

la velocidad a la que transita el bus.  Así, que la parte actora debió 

acreditar la relación de causa-efecto entre el daño y la conducta de la 

demandada, sin que los demandantes puedan basarse en conjeturas 

para imputar un resultado a la conducta del agente generador. 

 

5. “CAUSA EXTRAÑA - HECHO EXCLUSIVO DE LA VÍCTIMA”: Diciendo 

que el único actuar imprudente fue el de la propia víctima, al caminar 

por un lugar no apto para peatones y realizar una maniobra peligrosa 

en la cuneta por la que transitaba, al subir a sus hijos a la manga. 

 

6. “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN A INDEMNIZAR O REBAJA AL 

MONTO A INDEMNIZAR”: indicando que de no acogerse la causa 

extraña enunciada para exonerar responsabilidad, debe rebajarse el 
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monto a indemnizar pues la víctima se expuso imprudentemente al 

resultado dañoso, aportando gran parte del mismo.  

 

7. “CUALQUIER OTRO HECHO QUE SE DEMUESTRE O QUE SE 

OPONGA DEBIDAMENTE.”. 

 

El codemandado ANDERLI DE JESÚS SÁNCHEZ BETANCOURT se 

notificó sin pronunciarse frente a la demanda, ni propuso excepciones. 

 

 

DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA A LOS LOCATARIOS: 

 

 

FINANCIERA DANN REGIONAL COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO S.A. 

llamó en garantía frente al codemandado GILDARDO DE JESÚS 

JARAMILLO, así como a MARTHA ELENA VALLEJO y SANTIAGO 

JARAMILLO VALLEJO, alegando que en el año 2009 entre ellos se celebró 

contrato de leasing financiero, a través del cual se financió la adquisición del 

vehículo implicado en el accidente de tránsito objeto de este proceso. 

 

Así solicitó se declare que para el 8 de junio del año 2011, cuando se 

presentó el accidente, entre llamante y llamados existía contrato de leasing 

financiero, en virtud del cual la primera entregó en arrendamiento financiero 

a los locatarios el vehículo de placas TNF761, delegándoles la guarda 

material y por ende la responsabilidad por los daños causados con el mismo.  

 

A lo anterior GILDARDO DE JESÚS JARAMILLO, dio respuesta aceptando 

como ciertos algunos de los hechos y precisando que los locatarios no eran 

guardianes de la actividad peligrosa, pues quien la ejercía era el conductor 

del vehículo implicado en el accidente de tránsito, por lo que se opuso a las 

pretensiones del llamante proponiendo las excepciones denominadas: (i) 

CAUSA EXTRAÑA: HECHO EXCLUSIVO DE LA VÍCTIMA; (ii) 
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INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN A INDEMNIZAR O REBAJA DEL 

MONTO A INDEMNIZAR CAUSA EXTRAÑA: HECHO EXCLUSIVO DE LA 

VÍCTIMA, por lo que se exonera de responsabilidad a los demandados, pues  

fue un hecho externo, imprevisto e irresistible de la propia víctima, quien 

causó el accidente al transitar por un lugar no apto para peatones.  

 

El 4 de agosto del 2020 se declaró ineficaz el llamamiento en garantía frente 

a MARTHA ELENA VALLEJO y SANTIAGO JARAMILLO VALLEJO, por falta 

de notificación oportuna. 

 

 

DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA A LA ASEGURADORA: 

 

 

EXPRESO MOCATÁN S.A.S. presentó llamamiento en garantía frente a 

AXA COLPATRIA SEGUROS S.A., en virtud de la póliza No. 6158005195, 

a lo que esta contestó aceptando como ciertos algunos de los hechos, negó 

otros, y precisó que el riesgo por muerte o lesión a personas no estaba 

cubierto por presentarse la reclamación fuera de la vigencia del seguro de 

acuerdo a las condiciones generales de cobertura establecidas.  

 

Por lo anterior, se opuso a las pretensiones del llamamiento en garantía, 

proponiendo como excepciones las que denominó: 

 

1. “AUSENCIA DE COBERTURA POR PRESENTARSE LA 

RECLAMACIÓN A AXA COLPATRIA POR FUERA DE LA VIGENCIA 

DEL CONTRATO DE SEGURO”: Para lo que indicó que el contrato no 

ofrece cobertura, porque la reclamación se presentó  por fuera de su 

vigencia conforme a las condiciones de la póliza y la ley 389 de 1997. 

Que tampoco se cumple el tiempo pactado, pues la reclamación se 

hizo a los dos (2) años siguientes a la ocurrencia del accidente, y eso 

que la póliza 6158005195 estuvo vigente hasta el 27 de marzo de 2012 
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pero el reclamo se presentó el 10 de junio de 2019, es decir más de 

seis (6) años después que venciera el término para su presentación. 

 

2. “NO SE CUMPLE CON LAS CONDICIONES DE COBERTURA PARA 

AFECTAR EL AMPARO POR MUERTE O LESIÓN A UNA 

PERSONA”: indicando que el seguro de responsabilidad civil 

contenido en la póliza 6158005195, cubre aquellos hechos ocurridos 

dentro de la vigencia del contrato y además hayan sido reclamados 

dentro de los dos años siguientes, por lo que no se cumple con el límite 

de cobertura temporal, pues la reclamación se presentó vencidos los 

dos años siguientes a la ocurrencia del accidente. 

 

Igualmente, esta llamada en garantía se opuso a las pretensiones de la 

demanda frente a EXPRESO MOCATAN S.A., proponiendo como 

excepciones las que denominó: 

 

1. “AUSENCIA DE NEXO CAUSAL - CAUSA EXTRAÑA EN LA 

MODALIDAD DE CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA OLGA LUCÍA 

QUINTERO VÉLEZ”: Para lo que dijo que la víctima transitaba por una 

cuneta, la cual no está destinada para el tránsito de peatones, siendo 

un hecho irresistible, imprevisible y jurídicamente ajeno al conductor 

del vehículo y por supuesto para a EXPRESO MOCATÁN S.A. y AXA 

COLPATRIA S.A., generando una ruptura del nexo causal. Se debe 

tener en cuenta que la fallecida se expuso imprudentemente al daño, 

por lo que conforme al artículo 2357 del Código Civil, se debe hacer 

una reducción de la indemnización al momento de apreciar el perjuicio. 

 

2. "INDEBIDA LIQUIDACIÓN DEL PERJUICIO”: Del lucro cesante 

sostuvo que si bien es cierto que en la jurisprudencia de la Corte 

Suprema de Justicia se ha reconocido que las labores domésticas 

deben ser consideradas al momento de liquidar el perjuicio patrimonial, 

también lo es que su liquidación debe obedecer a un juicioso criterio 
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actuarial, el cual no fue tenido en cuenta por la actora, pues al salario  

le adicionó el 25% por concepto de factor prestacional, cuando la 

víctima no se encontraba amparada por un contrato de trabajo.  

 

Al liquidar el lucro cesante la demandante no tuvo en cuenta que debe 

calcular la pérdida respecto del compañero permanente de más edad, 

con su expectativa de vida; tampoco calculó la pérdida respecto de los 

hijos hasta que cada uno de ellos cumplan los 25 años de edad. 

 

En cuanto a los perjuicios morales, adujo que se fundamentaron en los 

parámetros establecidos por el Consejo de Estado, alejándose de los 

de la Corte Suprema de Justicia, que es el órgano de cierre de la 

justicia ordinaria. Y el documento aportado como dictamen pericial no 

puede ser valorado, pues no cumple los requisitos legales para ello. 

 

Igualmente, objetó el juramento estimatorio, por las mismas razones 

propuestas en la segunda excepción de mérito frente a la demanda, relativas 

a la indebida liquidación del perjuicio. 

 

 

DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

 

 

El a quo inició por narrar los antecedentes del caso, revisó los presupuestos 

procesales para dictar sentencia de fondo, de acuerdo al C. G. del P., y 

precisó el problema jurídico a resolver en este caso. Luego, pasó a referirse 

al artículo 2341 del C. C. y la normativa que rige los daños causados en 

ejercicio de la actividad peligrosa como es la conducción de vehículos, 

precisando sus particulares presupuestos y el factor de imputación objetivo, 

y las causales de exoneración.  
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Citó el Código Nacional de Tránsito, la Ley 336 de 1996, el artículo 994 del 

Código de Comercio, y los Decretos Reglamentarios que regulan el contrato 

de transporte, los cuales señalan la responsabilidad solidaria de las 

empresas transportadoras frente a los daños a las personas o las cosas, lo 

que también indica la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, así 

como que el responsable es su guardián sin que necesariamente lo sea el 

propietario, sentido en el cual eximió de responsabilidad a la FINANCIERA 

DANN REGIONAL COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO S.A., ya que esta 

entregó la guarda a los locatarios del leasing, por lo que declaró probada la 

excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva frente a tal 

sociedad. 

 

Que en la fijación del litigio se tuvieron por acreditadas las relaciones de 

parentesco, la ocurrencia del siniestro, la conducción del vehículo y su 

afiliación a la empresa transportista, y la existencia de la póliza de 

responsabilidad.  

 

Sobre la causa del accidente, que del artículo 74 del C.N.T., el conductor 

debe reducir la velocidad a 30 km/h en lugares donde hay concentración de 

personas, y si  el lugar del siniestro es aledaño a una zona escolar, entonces 

debió reducirla para proteger a los transeúntes, sin que haya prueba del 

actuar imprudente de los peatones, ni que sorprendieran con su presencia 

al conductor, siendo que este tenía plena visibilidad de quienes transitaban. 

 

Si bien la víctima se desplazaba por una zona no apta para peatones, no 

tenía otra opción por dónde transitar, lo que obligaba al conductor a bajar la 

velocidad, aspecto que se le cuestionó en el proceso penal dada la magnitud 

de las heridas en la humanidad de la víctima, por lo que descarta la culpa 

exclusiva de esta, aunque sí incidió en el resultado.  

 

La circunstancia que no hubiera por donde transitar peatonalmente al no 

existir andén, no puede imputársele a ninguna de las partes; entonces, por 
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ser un hecho ajeno, ambos contribuyeron a generar el daño, concluyendo 

que la conducta de la víctima incidió en el resultado en un 20%. 

 

Que en el contrato de seguro se estableció que regía por dos años contados 

a partir de la ocurrencia del siniestro, y la reclamación se hizo por fuera del 

término pactado (dos años), por lo cual exoneró a la llamada en garantía, 

pues se tiene en cuenta su vinculación al proceso que en este caso se realizó 

con la notificación de la demanda, sin que se probara la correspondiente 

reclamación previa.  

 

Así, declaró solidaria, civil y extracontractualmente responsable por los 

daños causados a los demandantes a: el conductor SÁNCHEZ 

BETANCOURT; a GILDARDO DE JESÚS JARAMILLO quien tenía la guarda 

material como locatario; y, a MOCATÁN S.A.S. como afiliadora del vehículo. 

Exoneró de responsabilidad a la compañía de financiamiento y a la 

aseguradora. 

 

Para la cuantificación de los perjuicios, frente al lucro cesante consideró que 

conforme a la jurisprudencia las labores del hogar son aspecto a tener en 

cuenta económicamente, presumiendo el salario mínimo pero sin 

incrementar por el rubro “prestaciones sociales”, pues no se probó la 

existencia de una relación laboral formal, y descontó el 25% destinado a los 

propios gastos de la fallecida, y un 20% adicional del restante teniendo en 

cuenta su contribución al resultado dañoso.  

 

Del restante 55% que corresponde a $499.689,oo, base para el cálculo de 

la indemnización, la mitad es para su compañero sentimental y otro tanto 

para sus hijos: el lucro cesante futuro se liquida en ídem proporción hasta 

que el hijo menor cumpla 25 años, y luego de esto será el 100% a favor del 

compañero permanente, hasta su esperanza de vida. 
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Así, como cesante consolidado quedan $81’391.687,oo para dividir en la 

forma anunciado, y como futuro para JOSE LEONEL MORALES 

$26’517.106, y para los hijos de a $6’629.276,oo.. Una vez el hijo menor 

cumpla 25 años de edad, al compañero le corresponderá $ 56’469.041,oo. 

 

Para lo perjuicios morales no se tiene en cuenta el dictamen psicológico por 

no cumplir con los requisitos legales; sin embargo, se presume el daño moral 

subjetivo en cabeza de los demandantes y concede para el compañero 

permanente  80 S.M.L.M.V. y para cada uno de los hijos 40 S.M.L.M.V., que 

se reducen en un 20% dado el grado de contribución de la víctima. 

 

Así mismo, se condenó en costas a los demandados, a la empresa 

transportadora por llamar en garantía a AXA COLPATRIA, aunque no 

condenó en costas a la demandante en favor de FINANCIERA DANN, por 

tener el beneficio del amparo de pobreza.  

 

Tal decisión se notificó en estrados, siendo apelada por la parte demandante 

y los codemandados EXPRESO  MOCATÁN  S.A.S. y  GILDARDO  DE  

JESÚS JARAMILLO TABARES, aunque frente a los dos últimos el recurso 

fue declarado desierto por falta de sustentación2, lo que nos releva de 

referirnos sobre el particular. 

 

 

DE LA APELACIÓN:  

 

 

Como reparos a la decisión los demandantes presentaron los siguientes: 

 

1. No se debió desvincular a DANN REGIONAL COMPAÑÍA DE 

FINANCIAMIENTO S.A., quien debe mantener responsabilidad por 

figurar como propietaria del vehículo implicado en el accidente. 

 
2 Archivo 14 del expediente digital. 
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2. AXA COLPATRIA SEGUROS S.A. debe responder en virtud de la 

póliza de seguros, pues la vinculación se le hizo cuando se presentó 

la demanda, y la póliza se encontraba vigente. 

3. La cuantificación de los perjuicios morales se considera baja, si se 

tiene en cuenta la grave afectación moral a los demandantes. 

4. No hay lugar a la disminución del 20%, pues la víctima no contribuyó 

a  la ocurrencia del siniestro. 

 

Admitida la apelación y corrido traslado para alegar, la actora reiteró lo 

expresado en los reparos, indicando la culpa de la víctima fue analizada en 

el proceso penal adelantado por los mismos hechos, donde se concluyó que 

la única causa de la muerte de doña OLGA LUCIA, fue la imprudencia del 

conductor del vehículo por desplazarse a alta velocidad, más de 80 Kms por 

hora, en zona semiurbana y cerca de un colegio; mientras aquella no 

contribuyó al fatal accidente, pues no infringió ninguna norma de tránsito o 

prohibición para los peatones de las descritas en el artículo 58 del C. N. de 

T..  

 

Sobre la cuantificación de los perjuicios morales, pese al arbitrio del Juez en 

su tasación, ello debe obedecer a criterios razonables y no puede ser 

caprichosa, y que en este caso aparte de no motivarse, lo fijado no es 

coherente con el enorme daño causado. Que en ese sentido, la declaración 

del perito debió valorarse como testigo técnico para compensar de manera 

suficiente a las víctimas con 100 S.M.L.M.V. para cada uno de ellas. 

 

Sobre la desvinculación de la FINANCIERA DANN REGIONAL, que no debió 

declararse la falta de legitimación en la causa por pasiva, pues es quien 

figura como propietaria del vehículo implicado en el accidente, debiendo 

responder solidariamente con los locatarios al verse beneficiada 

económicamente con el ejercicio de la actividad peligrosa automotriz.  
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Recalcando la condición de propietaria, en la Financiera estaba la guarda, 

dirección y vigilancia del rodante, sin que pueda desprenderse de sus 

obligaciones y continuar recibiendo los réditos de su actividad económica, 

exponiendo la vida de otras personas, generando un riesgo que se hace 

posible porque interviene en la financiación del vehículo, insistiendo así en 

la correspondiente condena. 

 

De la exoneración de AXA COLPATRIA SEGUROS S.A., que la póliza 

estaba vigente al momento del siniestro, y la vinculación de esta compañía 

se da con el llamamiento en garantía que se hace dentro del proceso, siendo 

la víctima el principal beneficiario del contrato de seguro de responsabilidad, 

para aumentar la posibilidad que sea efectivamente indemnizada, sin que 

sea lógico que debido al retardo en la reclamación por parte del asegurado, 

se desvincule de toda responsabilidad a la aseguradora contratada, mucho 

más cuando el siniestro ocurrió en vigencia de la póliza de seguro.  

 

Que la prescripción no fue alegada por la compañía de seguros, la que 

comienza a correr respecto del asegurado desde cuando la víctima formula 

petición judicial o extrajudicial, es decir, en este caso desde el 7 de junio de 

2019, por lo cual el llamamiento se dio dentro de los dos años establecidos.  

 

 

Pronunciamiento de los no recurrentes: 

 

 

AXA COLPATRIA SEGUROS S.A. señaló que conforme al artículo 320  del  

C.  G.  del  P., el demandante no  tiene interés  para  recurrir  la prosperidad 

de las excepciones propuestas por AXA COLPATRIA, además que se apoya 

en la figura de la prescripción, y las excepciones nacen en una ausencia de 

cobertura; aunado que el asegurado no sustentó el recurso de apelación 

frente a la prosperidad de las excepciones. 
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Con todo,  se opuso  a  que  prosperen  las  pretensiones  del llamamiento 

en garantía frente a AXA COLPATRIA SEGUROS S.A., mediante las cuales 

se pide afectar la Póliza 6158005195, pues quedó suficientemente 

acreditado  que  en  este  caso  se  presenta  ausencia  de  cobertura,  por 

presentarse la reclamación por fuera de la vigencia del contrato de seguro.  

 

Así las cosas, no concurriendo causal de nulidad que invalide lo actuado, se 

resolverá la alzada, previas las siguientes:   

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

INTROITO: 

 

 

Los presupuestos procesales se encuentran reunidos y sobre ellos no hay 

lugar a reparo alguno; así mismo, examinada la actuación procesal en 

ambas instancias, no se observa irregularidad que pueda invalidar lo 

actuado, por lo que están presentes las condiciones necesarias para proferir 

sentencia de fondo en segunda instancia. 

 

De otro lado, del principio de la carga de la prueba, se tiene que el interesado 

debe probar el supuesto de hecho previsto en las normas para obtener el 

efecto jurídico perseguido; aunado que el juez debe fundar la decisión en las 

pruebas regular y oportunamente allegadas. 

 

Dados los reparos presentados, los problemas jurídicos a resolver se 

presentan en cuatro niveles: 

 

1. Establecer si la víctima tuvo o no incidencia en la causa del accidente 

que dé lugar a la disminución del valor a indemnizar, en los términos 

del artículo 2357 del C.C.. 
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2. Determinar si la COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO al figurar como 

propietaria del rodante, debe responder por los daños causados, 

donde de tal manera se le tendría como guardiana de la cosa.  

3. Analizar lo referente a la cobertura de la póliza de seguro, y la 

obligación de la aseguradora como llamada en garantía, de entrar a 

responder por el pago de la condena.  

4. Frente a la cuantificación de los perjuicios morales realizada por el a 

quo, determinar si los mismos fueron o no correctamente reconocidos.  

 

Lo anterior implica que los elementos hecho, daño, actividad peligrosa del 

demandado, y guarda de la cosa (en los ya condenados), no fueron objeto 

de recurso, por lo que en aplicación del principio de limitación3, nos 

centraremos en los puntos referidos como problemas jurídicos, y que 

corresponden con los que fueron objeto de apelación por la parte actora.  

 

 

DE LA REDUCCIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN: 

 

 

El artículo 2341 del C.C. contiene los criterios generales de la responsabilidad 

civil extracontractual, donde en desarrollo de lo mismo el artículo 2356 de tal 

 
3 De tal instituto, la jurisprudencia siguiendo su propia línea, ha indicado: “A consecuencia del 

principio dispositivo que gobierna esencialmente el proceso civil, si bien en línea de principio la 

competencia del juez queda limitada a los temas propuestos en la demanda y en su contestación, a 

las excepciones y a los asuntos que ex officio debe entrar a decidir, de suerte que si así no procede 

“usurpa la iniciativa que sólo corresponde al ciudadano, único que puede dar dimensión al daño 

que recibe e identificar su fuente (Cas. Civ. del 22 de marzo de 2007, exp. No. 05001-3103-000-

1997-5125-01), ya en lo tocante con la competencia del juez de segunda instancia, se matiza aún 

más esa órbita de atribuciones, como quiera que principios como el del “interés para recurrir” y 

el de la “personalidad del recurso” exigen no sólo entender que la apelación se interpone 

únicamente en lo perjudicial para el o los recurrentes… Al respecto, ha dicho la Corte que “cuando 

el superior conoce de un proceso en virtud del recurso de apelación interpuesto por una sola de 

las partes, su competencia no es, en principio, panorámica ni absoluta, cuanto que queda 

restringida a los puntos de inconformidad del recurrente de quien se entiende, cuando, como aquí 

se ha expresado en términos limitados, que consiente o acepta las demás determinaciones 

contenidas en la sentencia apelada. Esta limitación, le impide el juez de segundo grado ir más allá 

de lo que se le propone” (Sent. Cas. Civ. de 12 de octubre de 2004, exp. No. 7922).”. CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA. SALA CIVIL. Sentencia 28 de junio 2013. Exp. 11001-31-03-014-

1998-05970-01. Citas, cursivas y subrayados dentro del texto.  



19  05360 31 03 001 2019 00138 01 
 

 

 

  

ordenamiento, consagra la responsabilidad por actividades peligrosas, 

donde como lo ha decantado la jurisprudencia, la mera conducción de 

vehículos automotores constituye una de ellas4.  

 

Dentro de tales criterios, en cabeza de quien la ejerce la actividad peligrosa, 

existe presunción de responsabilidad en relación con cualquier daño que 

pueda ocasionar, donde para enervarla el imputado debe demostrar que el 

daño no proviene en sí mismo del ejercicio de la actividad, sino que depende 

de elemento o elementos extraños, en los que se proyecta la verdadera 

génesis del resultado, tales como son: fuerza mayor; caso fortuito; 

intervención exclusiva de la víctima o de un tercero.  

 

Solo tales elementos rompen el nexo causal e invalidan dicha presunción. 

 

Pese a tal responsabilidad y la aludida presunción, es posible que la víctima, 

con su conducta, hubiere aportado en la generación del resultado, evento 

previsto en el artículo 2357 del C.C., o como lo ha dicho la doctrina:  

 

“Ahora bien, cuando la víctima no tuvo la posibilidad de crear o evitar producir el 
perjuicio que padeció, pues su realización estuvo por fuera de su capacidad de 
elección o decisión, pero sí pudo haber evitado exponerse al daño 
imprudentemente, el juicio de atribución se desplaza de la órbita de los riesgos 
creados por el agente a la órbita del propio riesgo que creó la víctima al quebrantar 
sus deberes de autocuidado. El juicio anterior de autoría o participación se ubicaba 
en la perspectiva del riesgo creado por el agente, que era visto como un peligro para 
la víctima; pero ahora, desde la perspectiva de los deberes de conducta de la 
víctima, se evalúa su propio riesgo de exponerse al daño creado por otra persona, 
y en este ámbito habrá de valorarse su incidencia en el desencadenamiento del 
resultado adverso… Por el contrario, cuando la víctima no intervino en la creación 
del peligro que sufrió porque no estuvo dentro de sus posibilidades de decisión, 
elección, control o realización, entonces no puede considerarse autora o partícipe 
del daño cuyo riesgo creó otra persona; y en tal caso sólo habrá de analizarse si se 
expuso a él con imprudencia, es decir si creó su propio riesgo mediante la infracción 

 
4 Sobre el punto, la doctrina ha indicado: “… Es pacífica la posición doctrinal que asume que el 

artículo 2356 obliga a quien realiza una actividad peligrosa a indemnizar el daño que ocasiona a 

terceros en razón del despliegue de esa conducta. A tal respecto, esta Corte ha declarado en varias 

sentencias que cuando el daño proviene de ‘actividades caracterizadas por su peligrosidad’, de 

que es ejemplo el uso y manejo de un automóvil, el disparo de una arma de fuego o el empleo de 

una locomotora de vapor o de un motor, el hecho dañoso lleva en sí una presunción de culpa que 

releva a la víctima de la necesidad de tener que probar la del autor del daño.” Subrayado adrede, 

Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia SC002-2018 del 12 de enero de 2018. 
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de un deber de conducta distinto al del agente, pues en este caso los patrones de 
comportamiento que hay que analizar son los que le imponen tener el cuidado de 
no exponerse al daño. De otro modo no tendría ningún sentido ni utilidad la 
distinción estructural entre la figura de la coparticipación solidaria (artículo 2344 del 
Código Civil) y la reducción de la indemnización por la exposición imprudente de la 
víctima al daño (artículo 2357 ejusdem).” Sala Civil. Sentencia SC002-2018 del 12 
de enero de 2018.  

 

Por lo anterior, debemos evaluar la culpa compartida, y si ella se presenta, 

determinar el grado de incidencia de cada uno de los sujetos en el resultado. 

 

En las presentes no hay debate en cuanto a que el día 8 de junio de 2011, 

en la vía que del municipio de Caldas conduce a Amagá, a la altura de la 

Calle 50 Kilómetro 02+200 metros, la señora OLGA LUCÍA QUINTERO 

VÉLEZ, quien iba con dos de sus menores hijos y otras dos damas, fue 

impactada por el rodante de servicio público tipo bus de placas TNF-761, 

sufriendo graves lesiones que inmediatamente desencadenaron su muerte. 

 

Al momento del accidente dicho vehículo era conducido por ANDERLI DE 

JESÚS SÁNCHEZ BETANCOURT, estaba afiliado a la empresa EXPRESO 

MOCATÁN S.AS., figuraba como propiedad de DANN REGIONAL 

COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO S.A., mientras que GILDARDO DE 

JESÚS JARAMILLO TABARES era su locatario en virtud de contrato de 

leasing financiero que había celebrado con la anterior. 

 

El a quo consideró que la víctima en el momento del fatídico suceso, al 

encontrarse en un lugar no apto para peatones, con ello incidió en el 

resultado, concluyendo que ambos agentes implicados en el accidente 

(peatón y conductor), contribuyeron a generar el daño, estableciendo de cara 

a su producción una proporción de la conducta de la víctima del  20%, lo que 

llevó a reducir la indemnización en ese porcentaje. 

 

La recurrente en estudio alega que no existió incidencia de la víctima en la 

causa del accidente, porque no infringió norma de tránsito alguna, ni 

contribuyó al fatal desenlace, por lo que no debe reducirse la indemnización; 
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debiéndonos preguntar si en el caso que nos ocupa; ¿la hoy occisa 

contribuyó a que se produjera el daño del que se reclama resarcimiento, es 

decir, a su propia muerte? 

 

Para despejar tal interrogante, de entrada tenemos como prueba allegada a 

las presentes, la sentencia penal condenatoria fechada el 12 de febrero del 

2015 dimanada del Juzgado Promiscuo del Circuito con Funciones de 

Conocimiento de Caldas, la cual declaró responsable al señor SÁNCHEZ 

BETANCOURT, conductor del rodante, por el homicidio culposo en el 

accidente de tránsito del que fue víctima la señora QUINTERO VÉLEZ.  

 

Sostuvo la falladora en el asunto penal, que el lugar de los hechos por estar 

cerca a un colegio, ser vía sin berma ni acera, exigía gran cuidado por parte 

del conductor, quien contrariando su deber de cuidado, transitaba a 

velocidad excesiva, según pudo deducirse de la declaración del médico 

legista y los demás testigos. Para el efecto la señora Jueza indicó:  

 

“A esta funcionaria no le queda duda de que la causa determinante del accidente 
fue la falta de diligencia y cuidado del señor Anderley, en ningún momento se 
demostró que la víctima se hubiere expuesto sobre la calzada vehicular, que se 
hubiera lanzado caprichosamente al paso del vehículo sin ninguna precaución, 
como lo insinúa la Defensa. La señora Olga Lucía precisamente acababa de subir 
a sus hijos al césped o manguita como la refieren las testigos, lo que explica que su 
posición no fue sobre la línea, ninguna de las partes de su cuerpo la invadió ni la 
calzada, porque, se insiste, no estaba sobre ella.” 

 

Y más adelante la autoridad jurisdiccional, refirió:  

 

“Precisamente en este caso, el deber de cuidado necesario fue obviado por el señor 
Anderley al conducir el vehículo automotor, tipo bus, el cual ostenta una gran 
dimensión, comparado con el tamaño de una persona, actividad para la que se le 
exigía la mayor vigilancia y cuidado, en donde el deber del acusado era de no 
ejecutar actividades que pudieran generar un riesgo para los peatones, pues debía 
tener en cuenta las particularidades de la vía, lo angosta que es, el que los peatones  
no tiene un lugar por el cual circular tranquilamente, pese a que es su paso obligado 
para desplazarse hasta el centro del municipio o desde éste a la vereda Primavera.” 

 

Tal decisión jurisdiccional, debe ser considerada de cara a las presentes, 

como lo ha indicado el máximo órgano de nuestra especialidad, la Sala Civil 
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de la Corte Suprema de Justicia, que en sentencia del 19 de diciembre de 

2007 (radicado 73001 3103 005 2000 00167 01), expresó:  

 

“El instituto de la preeminencia de la decisión penal con efectos absolutos, reflejo 
de la unicidad jurisdiccional, evidencia la conveniencia o antes que ella, el 
imperativo, de evitar que en el ejercicio de juzgar, a partir de los mismos supuestos 
fácticos y en relación con ellos, surjan posiciones diversas y aún contradictorias,  
pues encontrándose el monopolio de la administración de justicia en cabeza del 
Estado, la decisión de cualquiera de sus agentes, con relación a asuntos de similar 
textura, debe irradiar tal destello vinculante que surta efectos con respecto de las 
actuaciones o competencias de  los restantes; por ello, cumplido el juzgamiento de 
un determinado caso criminal, cuando la decisión adoptada se aviene a un mínimo 
de requisitos, trasciende  con efectos de res judicata erga omnes; 
subsecuentemente,  crea una limitante de tal jerarquía que ningún otro 
representante de la jurisdicción, puede abordar el tema y someterlo nuevamente a 
debate. 
 
“Atendiendo que en la investigación penal se involucran aspectos de orden público, 
de prevalencia incontrovertible,  surge, sin duda alguna,  la preeminencia de ciertas 
decisiones que allí se adopten sobre la civil, pues siendo que la verdad es una y 
solamente una, inconveniente y contrario a los fines propios del Estado resulta abrir 
puertas a eventuales fallos diferentes respecto del mismo aspecto fáctico, de ahí 
que el legislador haya adoptado normas tendientes a neutralizar tales situaciones.” 

 

Más recientemente la misma Corporación haciendo cita de su propio 

precedente, indicó:  

 

“La fuerza de cosa juzgada que se reconoce a ciertos pronunciamientos de los 
jueces penales en lo que concierne a la acción criminal, sobre el proceso civil 
indemnizatorio, no surge de la simple aplicación de los principios que gobiernan el 
instituto de la cosa juzgada en materia civil, pues las diferencias que 
ontológicamente caracterizan la actividad jurisdiccional en uno y otro proceso, 
determinadas fundamentalmente por el bien jurídicamente tutelado, descartan la 
coincidencia de los elementos procesales en los cuales subyace el instituto 
mencionado. 
 
“El fundamento de tal autoridad, como lo precisa la doctrina ‘... reside en un motivo 
de orden público sumamente simple. Los tribunales represivos, cuando resuelven 
la acción pública, fallan dentro de un interés social; no juzgan entre dos partes 
determinadas, sino entre una parte y la sociedad entera. Lo que deciden para fallar 
sobre la acción pública debe, pues, imponerse a todos. Nadie puede ser llevado a 
discutir las disposiciones penales de la sentencia, incluso en sus consecuencias 
sobre los intereses civiles. Por eso, la autoridad de la cosa juzgada en lo criminal 
es absoluta sobre lo civil; se impone sean cuales sean las partes, sean cuales sean 
el objeto y la causa de la demanda civil’ (Henri y León Mazeaud, André Tunc, 
Tratado Teórico y Práctico de la Responsabilidad Civil Delictual y Contractual, Tomo 
Segundo, Volumen II, pág. 354). 
 
“Mientras que la sentencia condenatoria penal comporta un valor absoluto de cosa 
juzgada, la absolutoria o liberatoria de la responsabilidad penal del procesado, en 
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cuanto a sus efectos en el campo civil, estaba sujeta a la reglamentación establecida 
por el art. 57 del C. de P. Penal, (hoy ídem artículo de la ley 599 de 2000), el cual 
consagraba que la acción civil no puede iniciarse ni proseguirse, cuando en 
providencia que haya adquirido firmeza, el reo ha sido eximido de responsabilidad 
penal, bien porque el hecho investigado no existió, ora porque el sindicado no lo 
cometió, u obró en legítima defensa o en estricto cumplimiento de un deber. De 
manera que al momento de decidir, dado el valor relativo que a la sentencia 
absolutoria le atribuye la ley, el juez civil debe verificar si el pronunciamiento del juez 
penal encaja en alguna de las hipótesis que taxativamente se consagran en dicho 
precepto, pues sólo en tales supuestos puede argüir su influjo sobre la acción civil 
(CSJ, SC del 12 de agosto de 2003, Rad. n.° 7346).”5 

 

Así las cosas, se tiene que la institución de la cosa juzgada no busca 

supremacía de una especialidad sobre otra, sino que propende por la unidad 

y coherencia, entendiendo que la jurisdicción es una sola, pues la 

especialización es con en aras de la funcionalidad operatividad. 

 

De tal manera, la sentencia penal hace tránsito a cosa juzgada en lo civil, 

especialmente cuando se trata de un trámite de responsabilidad por el 

ejercicio de actividades peligrosas, debiéndose considerarse los elementos 

comunes en uno y otro proceso, con lo que se persigue la protección del 

principio de seguridad jurídica, en tanto que no deben existir decisiones 

judiciales contradictorias cuando se juzga un mismo hecho, así se base en 

normas sustantivas de carácter diferente. 

 

Lo anterior no obsta para que en el trámite civil se analice la posibilidad de 

reducción de la indemnización con base en lo dispuesto en el artículo 2357 

del C. C., cuando se advierta cierta participación de la víctima en la 

producción del hecho dañoso. 

 

En el caso concreto al analizar la incidencia de la víctima en el desenlace 

fatal, debe tenerse en cuenta lo sustentado por el juzgador penal, pues se 

trata de una vía con la particularidad de no tener bermas, aceras o espacio 

destinado para el desplazamiento de los peatones; no obstante, es un sitio 

 
5 SC3062-2018 del 1º de agosto de 2018 
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concurrido por ser la única vía para el desplazamiento a la cabecera del 

municipio de Caldas, incluso es una zona escolar.  

 

Esos elementos, que no hubiera espacio para el desplazamiento de 

peatones, atenúa la exposición de la víctima de cara a la eventual infracción 

de las normas de tránsito y los deberes de autocuidado, pues sencillamente, 

el peatón no contaba con un espacio público adecuado para transitar, lo que 

se traduce en un mayor deber de cuidado para los conductores, pues 

precisamente por ejercer una actividad peligrosa, estos deben tomar todas 

las precauciones encaminadas a proteger la vida de los transeúntes, que 

son los actores viales más vulnerables.  

 

En este punto debe tenerse de presente, que el artículo 105 del C. N. de T., 

indica: “[L]a presencia de peatones en las vías y zonas para ellos diseñadas, 

les otorgarán prelación, excepto sobre vías férreas, autopistas y vías 

arterias”, donde en el caso en estudio según el informe de tránsito, la vía 

donde ocurrió el suceso no tenía ninguna de las características atrás 

señaladas. 

 

Por su parte, el artículo 63 de la mencionada codificación de tránsito, señala 

que: “Los conductores de vehículos deberán respetar los derechos e 

integridad de los peatones y ciclistas, dándoles prelación en la vía.”. Si ello 

es así, y la peatona OLGA LUCÍA no contaba con un espacio por donde 

desplazarse, independientemente que fuera por el espacio vehicular, el 

deber de acción estaba en el conductor del vehículo, que debía tomar todas 

las medidas necesarias para proteger la vida de aquella, y si no lo hizo, 

emerge su absoluta responsabilidad en el siniestro, como lo argumentó el 

juzgador penal, siendo el elemento relevante en las presentes de cara a 

descartar algún tipo de responsabilidad compartida.  

 

Ahí está la aplicación de la cosa juzgada penal en las presentes diligencias.  
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Valga recordar, como se dijo en las diligencias penales, la víctima no se 

expuso sobre la calzada vehicular, no invadió la vía, ni se lanzó  de forma 

intempestiva, es decir, no se puso en riesgo sin necesidad; entonces, siendo 

ausente la prueba sobre que la víctima se haya expuesto de forma 

imprudente al daño, no debió reducirse el porcentaje de los valores a 

indemnizar, ya que la entonces peatona QUINTERO VÉLEZ no tuvo la 

posibilidad de crear o evitar producir el perjuicio que padeció, pues su 

realización estuvo por fuera de su capacidad de elección, y tampoco pudo 

haber evitado exponerse al daño, por lo que en ese sentido habrá de 

modificarse el fallo atacado.  

 

Dado el principio de la limitación y como estamos frente a apelante único, 

como no hubo ningún reparo frente a las operaciones matemáticas 

realizadas, al menos en lo que al lucro cesante corresponde, la 

consecuencia de lo antes mencionado será no considerar el descuento del 

20% en contra de los demandantes, al descartarse cualquier contribución de 

la víctima en la producción del resultado.  

 

Claro está, que dada la fecha en que se profiere la presente sentencia, los 

respectivos valores se actualizarán al año 2022, conforme el ajuste que para 

el presente se hubiera hecho del salario mínimo (Decreto 1724 de 2021). 

 

 

DE LA ATRIBUCION A LA COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO COMERCIAL 

COMO GUARDIANA DE LA ACTIVIDAD PELIGROSA: 

 

 

Señaló la recurrente que existiendo contrato de leasing, la financiera se 

beneficia económicamente de la actividad peligrosa, sin que sea factible que 

como propietaria se desprenda totalmente de la tenencia y guarda del 

automotor. 
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A fin de resolver este punto, para imputar responsabilidad en el desarrollo 

de actividades peligrosas, es menester indagar quién tenía la condición de 

guardián de la actividad para el momento del accidente, es decir, determinar 

la condición de dirección, manejo y control de la misma, independientemente 

sea o no el propietario del elemento con que se causó el daño.  

 

Para el efecto, la doctrina de la Sala Civil de la Corte Suprema, indicó:  

 

“«(...) será entonces responsable la persona física o moral que, al momento del 
percance, tuviere sobre el instrumento generador del daño un poder efectivo e 
independiente de dirección, gobierno o control, sea o no dueño, y siempre que en 
virtud de alguna circunstancia de hecho no se encontrare imposibilitado para 
ejercitar ese poder, de donde se desprende que, en términos de principio y para 
llevar a la práctica el régimen de responsabilidad del que se viene hablando, tienen 
esa condición:  
 
(i) El propietario, si no se ha desprendido voluntariamente de la tenencia o si, contra 
su voluntad y sin mediar culpa alguna de su parte, la perdió, razón por la cual enseña 
la doctrina jurisprudencial que “ (...) la responsabilidad del dueño por el hecho de 
las cosas inanimadas proviene de la calidad que de guardián de ellas presúmese 
tener (...)”, agregándose a renglón seguido que esa presunción, la inherente a la 
guarda de actividad, puede desvanecerla el propietario si demuestra que “transfirió 
a otra persona la tenencia de la cosa en virtud de un título jurídico, ( .. ) o que fue 
despojado inculpablemente de la misma, como en el caso de haberle sido robada o 
hurtada...” (G.J., t. CXLII, pág. 188). 
 
(ii) Por ende, son también responsables los poseedores materiales y los tenedores 
legítimos de la cosa con facultad de uso, goce y demás, cual ocurre con los 
arrendatarios, comodatarios, administradores, acreedores con tenencia anticrética, 
acreedores pignoraticios en el supuesto de prenda manual, usufructuarios y los 
llamados tenedores desinteresados (mandatarios y depositarios); 
 
(iii) Y, en fin, se predica que son ‘guardianes’ los detentadores ilegítimos y viciosos, 
usurpadores en general que sin consideración a la ilicitud de los antecedentes que 
a eso llevaron, asumen de hecho un poder autónomo de control, dirección y 
gobierno que, inhibiendo obviamente el ejercicio del que pertenece a los legítimos 
titulares, a la vez constituye factor de imputación que resultaría chocante e injusto 
hacer de lado (SC 196-1992 de 4 de junio de 1992, rad. 3382, G.J. CCXVI, págs. 
505 y 506. En el mismo sentido, SC del 17 de mayo de 2011, rad. 2005-00345-0; 

SC de abril 4 de 2013, rad. 2002-09414-01)»6 
 

 
6 CSJ SC4750-2018 
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En el mismo fallo acabado de citar, aludiendo a providencias anteriores7, 

define el “guardián de la actividad” como aquel que tiene un poder efectivo 

de “uso, control o aprovechamiento del artefacto mediante el cual se realiza 

la actividad”; es decir, la persona que tiene “un poder efectivo e 

independiente de dirección, gobierno o control”; por lo cual, tiene esa 

condición: “(i) el propietario, si no se ha desprendido voluntariamente de la 

tenencia (…)”; por lo tanto, el propietario puede acreditar que transfirió a otra 

persona la tenencia del bien, mediante algún título jurídico, para desvirtuar 

la presunción de guardián de la actividad que lo cobija. 

 

Así mismo, como subtema de la guarda cuando es compartida, la 

jurisprudencia ha resaltado:  

 

“Asimismo, debe recalcarse que la Corte pregona la calidad de guardián en quien 
obtiene provecho de todo o parte del bien mediante el cual se realiza la actividad 
caracterizada por su peligrosidad. Ha prohijado la figura de la guarda compartida, 
pues “no es extraña la concurrencia de varias personas que, desde diversos ángulos 
y en atención a sus propios intereses o beneficios, pueden ejercer al mismo tiempo 
y a su manera la dirección o control efectivo de aquellas y que a todas les impone 
el deber jurídico de impedir que se convierta en fuente de perjuicios para terceros” 

(SC－008 sentencia del 22 de abril de 1997，rad．n°. 4753).8 

 

Lo anterior quiere decir que hay casos en que varios agentes que obtienen 

beneficio o lucro económico, pueden concurrir en el ejercicio del control  

intelectual y operativo de la actividad peligrosa,  lo que es factor suficiente de  

atribución de responsabilidad.  

 

En el caso en estudio se tiene que DANN REGIONAL COMPAÑÍA DE 

FINANCIAMIENTO S.A., es la entidad con la cual se celebró contrato de 

leasing financiero respecto del vehículo de placas TNF 761, por lo que 

obtiene provecho económico de tal pacto, pero lo mismo no es derivado de 

la actividad de transporte como tal, sino que su utilidad  deviene  de los 

 
7 SC196－1992 de 4 de junio de1992，rad． 3382，G．J．CCXVI， 2455，Pag 505-506; SC 

del 17 de mayo de 2011，rad 2005－00345; SC de abri1 4 de 2013，rad． 2002－09414－01 

SC4428－2014 de 8 ab 2014，rad． 11001－31－03－026－2009－00743－01. 
8 CSJ SC4750-2018 
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réditos que se cancelen como canon por el locatario, y eventualmente de la 

opción de compra que este ejerza. 

 

En esos términos, la entidad financiera no tiene poder de control y dirección 

efectivos e independientes sobre la actividad peligrosa, pues como hemos 

dicho, sus ganancias devienen de los negocios consistentes, entre otros, de 

operaciones activas de crédito y la realización de operaciones de leasing 

(artículos 2.5 y 24 literal “j” E.O.S.F.), sin que frente a la conducción de 

rodantes y el contrato de transporte tenga incidencia alguna, lo que significa 

que no es guardián de la actividad peligrosa, por lo que en ese orden de 

ideas, no es responsable de los daños que se causen con los vehículos que 

hubiera dado en arrendamiento. 

 

Como conclusión parcial, no le asiste razón a los apelantes en este punto, 

por lo que el fallo cuestionado se mantiene en el particular.  

 

 

DEL TÉRMINO PARA RECLAMAR A LA COMPAÑÍA ASEGURADORA: 

 

 

El artículo 4º de la Ley 389 de 1997 en cuanto al seguro de responsabilidad, 

establece: 

 

“En el seguro de manejo y riesgos financieros y en el de responsabilidad la cobertura 
podrá circunscribirse al descubrimiento de pérdidas durante la vigencia, en el 
primero, y a las reclamaciones formuladas por el damnificado al asegurado o a la 
compañía durante la vigencia, en el segundo, así se trate de hechos ocurridos con 
anterioridad a su iniciación. 
 
“Así mismo, se podrá definir como cubiertos los hechos que acaezcan durante la 
vigencia del seguro de responsabilidad siempre que la reclamación del damnificado 
al asegurado o al asegurador se efectúe dentro del término estipulado en el contrato, 
el cual no será inferior a dos años.”. 

 

Con base en dicha norma le asiste razón a la llamada en garantía AXA 

COLPATRIA SEGUROS S.A., así como al a quo, al considerar que la 



29  05360 31 03 001 2019 00138 01 
 

 

 

  

reclamación a la aseguradora fue extemporánea, pues el siniestro data del 

8 de junio de 2011 mientras que la demanda se presentó en el año 2019, sin 

que se probara ninguna reclamación previa – extrajudicial-, que se formulara 

a la compañía aseguradora, bien fuera por el asegurado o las víctimas 

indirectas del accidente de tránsito. 

 

Si bien es cierto, como lo sostiene el recurrente, que el principal beneficiario 

del contrato de seguro de responsabilidad es la víctima y que el siniestro 

ocurrió en vigencia de la póliza de seguro, también lo es que la misma parte 

no puede alegar su propia culpa y beneficiarse de ello, al no reclamar 

oportunamente a la aseguradora.  

 

Adicional a ello, en la sustentación de los reparos la recurrente refiere a la 

figura de la prescripción, cuando la sentencia atacada no aludió a tal 

institución extintiva, pues la exoneración de la aseguradora se  fundó en la 

ausencia de cobertura  por haberse  realizado la reclamación  por fuera de 

los términos establecidos en el contrato de seguro. En esa medida, no 

prospera el reparo presentado. 

 

 

SOBRE LOS PERJUICIOS MORALES: 

 

 

Frente a este tema, la Corte Suprema de Justicia ha considerado que  

provienen de una presunción judicial cuya prueba dimana del razonamiento 

o inferencia del juez, proviniendo las deducciones de una fuerza 

demostrativa que se  establece en las máximas de las experiencia, sin que 

puedan llegar a considerarse como absolutas, pues es posible desvirtuar tal 

presunción. Por lo anterior, tal Corporación en Sentencia del 11 de mayo del 

2017 (radicación 11001-02-03-000-2017-00405-00), sostuvo: 
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“Es que, cabe reiterar, para los primeros el juzgador debe hacer un estudio 
ponderado de su valor, acorde con las circunstancias de cada caso y la 
jurisprudencia sobre la materia, en aras de determinar en forma razonable, a su 
prudente arbitrio (arbitrium iudicis), una suma o prestación económica que 
compense la afectación que pudo haber sufrido la persona que reclama el 
resarcimiento, por el detrimento correspondiente.   
 
“Criterio de la Corte que descansa en la concepción jurídica del daño moral, que no 
tiene una valoración pecuniaria, en sentido estricto, pues al pertenecer a la siquis 
de cada persona es inviable de valorar al igual que una mercancía o bien de capital, 
justamente porque los sentimientos carecen de apreciación monetaria, frente a lo 
cual lo único que puede hacerse es otorgar al afectado una prestación de valor 
económico, tan sólo para compensarle el dolor -pasado, presente o futuro-, es decir, 
que pueda mitigarle en cierta medida el sufrimiento.   
 
“De ahí que sea razonable estimar, por un lado, que en cada caso el juez realice 
una valoración concreta de la congoja del afectado, con la debida objetividad, y le 
otorgue una prestación económica equitativa, y por otro lado, que no parece 
apropiado que las partes puedan estimar el valor económico de su propio 
sufrimiento, ya que eso iría en contravía de la naturaleza especial del perjuicio 
inmaterial o espiritual, que escapa al ámbito de lo pecuniario.  Por esas razones, 
esta Corporación ha considerado que labor semejante compete al juez, aunque 
dentro de unos topes o límites, cuando cabe la condena por ese aspecto.” 

 

En lo que corresponde a la indemnización deprecada por concepto de 

perjuicios extrapatrimoniales –daño moral-, la Sala advierte que lo dispuesto 

por el a quo en ejercicio del arbitrio iudicis, no atiende a las actuales 

tendencias de reparación de este tipo de daños.  

 

Lo anterior en la medida que cuando se demuestra fehacientemente el 

vínculo afectivo, intensidad y su vivencia cotidiana, lo pertinente debe ser 

concedido, donde en el caso en estudio, se trata de cuatro (4) hijos que para 

la fecha del accidente eran menores de edad (11, 9, 8 y 3 años),  quienes 

perdieron, apenas comenzando a vivir, a un ser tan importante e 

imprescindible  en el desarrollo del ser humano como es la madre.  

 

Incluso dos de los niños, tuvieron que presenciar la fatídica escena del 

accidente, del cuerpo de su madre despojado del atributo de la vida, lo que 

claramente genera enormes sentimientos de aflicción, pesadumbre y 

tristeza, que los acompañarán en el trasegar de sus existencias. Y que decir 

de la niña mayor, que apenas entrando en la adolescencia, se vio privada 

del ser que pudo ser el apoyo integral idóneo en camino hacia la adultez.  
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Por todo lo anterior, habrá de modificarse el fallo de primera instancia, para 

reconocer por ítem el equivalente a cien (100) S.M.L.M.V., para cada uno de 

los hijos. 

 

En cuanto al menoscabo moral sufrido por el compañero supérstite, la Sala 

aparte de la decisión de hacer caer la disminución por la responsabilidad 

compartida, no comparte el ejercicio del arbitrio iudicis realizado por el 

juzgador de primera instancia, ya que a quien perdió tal demandante, fue a 

su compañera de vida, con la que tenía cuatro hijos, por lo que la 

pesadumbre es de mayor orden, por lo que se tomará el mayor perjuicio que 

en tal sentido ha valorado nuestra jurisdicción de la misma manera que otras 

lo han hecho9 

 

Considera la Sala que la valoración del juez de primera instancia para 

cuantificar los perjuicios morales para el compañero permanente, debe 

ajustarse a los límites fijados por la jurisprudencia en casos análogos, por lo 

cual lo pertinente se reajusta a cien (100) S.M.L.M.V., y en tal sentido se 

modificará la decisión atacada.  

 

 

CONCLUSIÓN: 

 

 

1. No se acreditó que la víctima hubiese tenido la posibilidad de crear o 

evitar producir el perjuicio que padeció, razón por la cual no hay lugar 

a la reducción de la indemnización. 

2. La reclamación a la aseguradora, no se dio en el término legalmente 

concedido, por lo que no es factible estimar la pretensión revérsica.  

 
9 Por ejemplo, el CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 

SECCIÓN TERCERA, en acta del 28 de agosto de 2014, dio por sentado que tratándose de 

“Víctima directa y relaciones afectivas conyugales y paterno-filiales”, el reconocimiento sería de 

cien (100) S.M.L.M.V.. 
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3. Sin que pueda considerarse que la COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO 

COMERCIAL ejercía la guarda material del objeto con que se causó el 

daño, las pretensiones contra la misma corren la suerte del fracaso. 

4.  Los perjuicios morales reconocidos por  el a quo, no se compadecen 

con el sufrimiento que ocasionó el siniestro, ni tampoco con los 

criterios jurisprudenciales que se han construido para el efecto, por lo 

que se ajusta tal estimativo.  

 

De acuerdo con el numeral 5º del artículo 365 del C. G. del P., esta Sala se 

abstendrá de condenar en costas en esta instancia, considerando que el 

recurso prospera parcialmente. 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Civil del Tribunal Superior de Medellín, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley; 

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: MODIFICAR los numerales 4.1 y 4.2  del CUARTO acápite de 

la parte resolutiva de la sentencia calendada el 23 de abril de 

2021, proferida por el Juzgado Primero Civil de Oralidad del 

Circuito de Itagüí, en el sentido de que no habrá reducción de 

la indemnización, por lo que para la liquidación de perjuicios 

materiales LUCRO CESANTE CONSOLIDADO y FUTURO, lo 

dispuesto por el a quo se aumentará al valor que corresponda, 

sin considerar la disminución del veinte por ciento (20%) 

aludida en la parte motiva de la presente providencia. 

 

En todo caso y para efecto de cumplir lo aquí dispuesto, dada 

la fecha en que se profiere la presente sentencia, los 



33  05360 31 03 001 2019 00138 01 
 

 

 

  

respectivos valores se actualizarán al año 2022, conforme el 

ajuste que para el presente se hubiera hecho del salario 

mínimo legal mensual vigente (Decreto 1724 de 2021). 

 

SEGUNDO:  MODIFICAR el numeral 4.3. (ello comprende los numerales 

4.3.1., 4.3.2. 4.3.3. 4.3.4. 4.3.5.) del punto CUARTO resolutivo 

de la providencia objeto de apelación, para en su lugar 

CONDENAR por PERJUICIOS MORALES en favor de cada 

uno de los demandantes, en el equivalente a CIEN (100) 

SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, 

según lo motivado.  

 

TERCERO:  En los demás permanece incólume la sentencia de primera 

instancia. 

 

CUARTO:  Sin CONDENA en costas en esta instancia.  

 

QUINTO:  En firme lo decidido, vuelva el expediente al Despacho de 

origen para lo de su cargo.  

 

 

Notifíquese. 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 

 

                                                                                

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ          MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

MAGISTRADO      MAGISTRADO 


